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LA VIOLENCIA SEXUAL EN CONTRA DE LAS MUJERES 
COMO FORMA DE TORTURA EN UN CONTEXTO 

DE CONFLICTO ARMADO

Sinopsis: El 20 de noviembre de 2014 la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos dictó Sentencia, mediante la cual declaró responsable 
internacionalmente al Estado del Perú por la violación de los derechos 
a la libertad personal, integridad personal, protección de la honra y 
dignidad, garantías judiciales y protección judicial, así como por el in-
cumplimiento del deber de no discriminar, todos en perjuicio de Gladys 
Carol Espinoza Gonzáles. Además, declaró la responsabilidad del Perú 
por la violación del derecho a la integridad personal de Teodora Gon-
záles de Espinoza y Manuel Espinoza Gonzáles, madre y hermano de 
Gladys Espinoza. La Corte determinó que el 17 de abril de 1993 agentes 
del Perú detuvieron ilegal y arbitrariamente a Gladys Carol Espino-
za Gonzáles, sin que fuera registrada adecuadamente la detención; sin 
que se le notificaran los cargos en su contra de conformidad con los 
estándares convencionales, sin control judicial por al menos 30 días y 
sin acceso a un recurso de hábeas corpus. Durante dicha detención la 
señora Espinoza fue golpeada, amenazada y trasladada a instalaciones 
de la entonces División de Investigación de Secuestros (DIVISE) y la 
Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE), ambas adscritas 
a la Policía Nacional del Perú. 

En dichos lugares fue sometida a actos de tortura y violencia sexual. 
Estos actos eran consistentes con la práctica sistemática y generalizada 
de tortura, incluso a través del uso de la violencia sexual, y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes, utilizada en ese entonces 
como instrumento de la lucha contrasubversiva, en el marco de inves-
tigaciones criminales por los delitos de traición a la patria y terrorismo 
durante el conflicto peruano. Adicionalmente, la Corte determinó que 
el Perú no inició investigaciones en relación con los hechos de tortura 
y de violencia sexual referidos hasta el 2012, a pesar de las numerosas 
denuncias formuladas desde 1993 en adelante, y de los informes médi-
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cos que constataban el estado de salud de la señora Espinoza. Por ello, 
se declaró al Estado responsable por la violación de su derecho a las 
garantías judiciales y la protección judicial. Asimismo, la Corte Intera-
mericana determinó que las precarias condiciones de detención en las 
que se encontró la señora Espinoza entre 1996 y 2001 en el Estableci-
miento Penitenciario de Máxima Seguridad de Yanamayo, sin atención 
médica pese al deterioro progresivo de su salud, constituyeron un trato 
cruel, inhumano y degradante. Además, declaró que la fuerza utilizada 
en contra de la señora Espinoza durante una requisa en 1999 en dicho 
Penal constituyó tortura. Finalmente, la Corte determinó que lo sucedi-
do a la señora Espinoza causó sufrimientos a su madre y a su hermano, 
por lo que se violó el derecho a la integridad personal de éstos. La Corte 
estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación. 

La Corte determinó que el Perú violó, en perjuicio de Gladys Espi-
noza, y en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos: a) los artícu-los 7.1 y 7.2 de dicho tratado, por la fal-
ta de un registro adecuado de dicha detención; b) los artículos 7.1 y 7.4 
del tratado, en razón que no se le informó de las razones de la detención 
ni se le notificaron los cargos formulados según los estándares conven-
cionales; c) los artículos 7.1, 7.3 y 7.5 del mismo, por la falta de control 
judicial de la detención por al menos 30 días, que hizo que la detención 
pasase a ser arbitraria, y d) los artículos 7.1 y 7.6 de la Convención, en 
relación con el artículo 2o. de la misma, debido a la imposibilidad de 
interponer el recurso de hábeas corpus o cualquier otra acción de garan-
tía durante la vigencia del Decreto Ley 25.659 de agosto de 1992, que 
dispuso la improcedencia de las Acciones de Garantía de los detenidos, 
implicados o procesados por los delitos de terrorismo.

Por otro lado, el Tribunal determinó que, durante su detención el 
17 de abril de 1993, Gladys Espinoza fue golpeada y amenazada de 
muerte, entre otros, y que el Perú no justificó la fuerza utilizada por 
sus agentes, en violación a su derecho a la integridad personal. Asi-
mismo, la Corte determinó que la forma en que se dio dicha detención 
constituyó tortura psicológica. Una vez trasladada a instalaciones de 
la DIVISE y la DINCOTE, Gladys Espinoza fue víctima de tratos in-
humanos y degradantes, ya que estuvo sometida a incomunicación por 
aproximadamente tres semanas, sin acceso a su familia. Asimismo, en 
dichos recintos fue víctima de tortura en razón de que se ejerció violen-
cia psicológica y física contra ella con la finalidad de conseguir informa-
ción respecto del Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA) y 
el secuestro mencionado. A su vez, Gladys Espinoza fue víctima de vio-
lación sexual y otros tipos de violencia sexual en reiteradas ocasiones 
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y por un periodo prolongado de tiempo. Al respecto, la Corte determinó 
que, debido a que lo sucedido a la señora Espinoza fue consistente con 
la práctica generalizada de violación sexual y otras formas de violencia 
sexual que afectaron principalmente a las mujeres durante el conflicto, 
los actos de violencia sexual en contra de Gladys Espinoza también 
constituyeron actos de tortura. Por todo lo anterior, la Corte consideró 
que el Perú violó, en perjuicio de Gladys Espinoza, los artículos 5.1 y 5.2 
de la Convención Americana, e incumplió las obligaciones establecidas 
en los artículos 1o. y 6o. de la Convención Interamericana para Preve-
nir y Sancionar la Tortura por los actos perpetrados en su contra en las 
instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE en 1993. Además, en cuanto 
a los hechos de violencia y violación sexual, la Corte consideró también 
violados los artículos 11.1 y 11.2 de la Convención.

Por otro lado, la Corte concluyó que, durante su permanencia en el 
Establecimiento Penitenciario de Yanamayo entre 1996 y 2001, el Es-
tado sometió a Gladys Espinoza a trato cruel, inhumano y degradante, 
en violación de los artículos 5.2 y 5.1 de la Convención Americana, en 
conexión con el artículo 1.1 de la misma, teniendo en cuenta: i) las con-
diciones de detención en dicho penal; ii) el régimen al que fue sometida, 
previsto para procesados y/o sentenciados por terrorismo y traición a la 
patria, y iii) la ausencia de atención médica especializada, adecuada y 
oportuna, ante el deterioro progresivo de salud de Gladys Espinoza evi-
denciado en los informes médicos practicados a ella en la época. Igual-
mente, la Corte determinó que el Estado violó los artículos 5.1 y 5.2 de 
la Convención en perjuicio de Gladys Espinoza, por la magnitud de la 
fuerza utilizada en su contra en el marco de una requisa ocurrida en el 
Establecimiento Penitenciario de Yanamayo el 5 de agosto de 1999 con 
la participación de efectivos de la Dirección Nacional de Operaciones 
Especiales (DINOES), lo cual constituyó una forma de tortura. La Cor-
te afirmó que en ningún caso el uso de violencia sexual es una medida 
permisible en el uso de la fuerza por parte de las fuerzas de seguridad.

La Corte consideró que la práctica generalizada de la violencia se-
xual por las fuerzas de seguridad durante el periodo del conflicto cons-
tituyó violencia basada en género, pues afectó a las mujeres por el solo 
hecho de serlo. A la luz de ese contexto, la Corte consideró que el cuerpo 
de Gladys Espinoza como mujer fue utilizado a fin de obtener informa-
ción de su compañero sentimental y humillar e intimidar a ambos. Estos 
actos confirman que los agentes estatales utilizaron la violencia sexual 
y la amenaza de violencia sexual en contra de Gladys Carol Espino-
za Gonzáles como estrategia en la lucha contra el mencionado grupo 
subversivo. Como consecuencia, la Corte concluyó que Gladys Espinoza 
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fue víctima de trato discriminatorio individualizado por su condición de 
ser mujer, en violación al artículo 1.1 de la Convención, en relación con 
los artículos 5.1, 5.2 y 11 del mismo tratado, y los artículos 1o. y 6o. 
de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
(CIPST).

En razón de que Gladys Espinoza fue sometida a torturas, las cua-
les incluyeron la violencia y la violación sexual, así como a otros tratos 
inhumanos y degradantes, todo ello en el marco de una práctica gene-
ralizada de los mismos, la Corte aplicó la presunción iuris tantum sobre 
la violación del derecho a la integridad psíquica y moral de su madre, 
Teodora Gonzáles. Igualmente, consideró que el Estado violó la integri-
dad personal de su hermano, Manuel Espinoza. Por todo lo anterior, se 
violó el artículo 5.1 de la Convención Americana.

Por otra parte, la Corte consideró que el Estado violó los artículos 
8.1 y 25 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de dicho trata-
do, e incumplió las obligaciones establecidas en los artículos 1o., 6o. y 8o. 
de la CIPST y el artículo 7.b de la Convención Belém do Pará (en cuanto 
a esta última, a partir de la fecha en que fue ratificada), por el retardo 
injustificado para iniciar la investigación de los hechos ocurridos en per-
juicio de Gladys Espinoza. Asimismo, en su análisis de fondo, la Corte 
observó que ni las declaraciones que se le tomaron a Gladys Espinoza ni 
los informes médicos correspondientes a los exámenes que se le practi-
caron cumplieron con los estándares internacionales aplicables para la 
recaudación de prueba en casos de tortura y violencia sexual, y en parti-
cular, a la recopilación de declaraciones y la realización de evaluaciones 
médicas y psicológicas.

La Corte consideró que, en cuanto a las entrevistas que se realicen 
a una persona que afirma haber sido sometida a actos de tortura: i) se 
debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere relevante con 
libertad, por lo que los funcionarios deben evitar limitarse a formular 
preguntas; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de tor-
tura si se siente incómodo al hacerlo; iii) se debe documentar durante la 
entrevista la historia psicosocial y previa al arresto de la presunta vícti-
ma, el resumen de los hechos narrados por ésta relacionados al momen-
to de su detención inicial, las circunstancias, el lugar y las condiciones 
en las que se encontraba durante su permanencia bajo custodia estatal, 
los malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como 
los métodos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y 
hacer transcribir la declaración detallada. En caso de que la alegada 
tortura incluya actos de violencia o violación sexual, dicha grabación 
deberá ser consentida por la presunta víctima. Además, la Corte reiteró 
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que en la entrevista que se realiza a una presunta víctima de actos de 
violencia o violación sexual, es necesario que la declaración de ésta se 
realice en un ambiente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y con-
fianza, y que la declaración se registre de forma tal que se evite o limite 
la necesidad de su repetición. Dicha declaración deberá contener, con el 
consentimiento de la presunta víctima: i) la fecha, hora y lugar del acto 
de violencia sexual perpetrado, incluyendo la descripción del lugar don-
de ocurrió el acto; ii) el nombre, identidad y número de agresores; iii) 
la naturaleza de los contactos físicos de los que habría sido víctima; iv) 
si existió uso de armas o retenedores; v) el uso de medicación, drogas, 
alcohol u otras substancias; vi) la forma en la que la ropa fue removida, 
de ser el caso; vii) los detalles sobre las actividades sexuales perpe-
tradas o intentadas en contra de la presunta víctima; viii) si existió el 
uso de preservativos o lubricantes; ix) si existieron otras conductas que 
podrían alterar la evidencia, y x) detalles sobre los síntomas que ha 
padecido la presunta víctima desde ese momento.

Por otra parte, la Corte consideró que, en casos donde existen in-
dicios de tortura, los exámenes médicos que se realicen a una poten-
cial víctima de tortura deben ser efectuados con consentimiento previo 
e informado, sin la presencia de agentes de seguridad u otros agentes 
estatales, y los informes correspondientes deben incluir, al menos, los 
siguientes elementos: a) las circunstancias de la entrevista: el nombre 
del sujeto y el nombre y la filiación de todas las personas presentes en 
el examen; la fecha y hora exactas; la ubicación, carácter y domicilio de 
la institución donde se realizó el examen; circunstancias particulares en 
el momento del examen, y cualquier otro factor que el médico considere 
pertinente; b) una exposición detallada de los hechos relatados por el 
sujeto durante la entrevista; c) una descripción de todas las observacio-
nes físicas y psicológicas del examen clínico, incluidas las pruebas de 
diagnóstico correspondientes y, cuando sea posible, fotografías en color 
de todas las lesiones; d) una interpretación de la relación probable entre 
los síntomas físicos y psicológicos y las posibles torturas o malos tratos, 
y una opinión respecto a la recomendación de un tratamiento médico y 
psicológico o de nuevos exámenes, y e) el informe deberá ir firmado y en 
él se identificará claramente a las personas que hayan llevado a cabo el 
examen.
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SEXUAL VIOLENCE AGAINST WOMEN 
AS A FORM OF TORTURE IN A CONTEXT 

OF ARMED CONFLICT

Synopsis: On November 20, 2014, the Inter-American Court of Human 
Rights issued the judgment now presented, through which it declared the 
State of Peru internationally responsible for the violation of the rights 
to personal liberty, personal integrity, protection of honor and dignity, 
judicial guarantees and judicial protection, as well as the breach of the 
duty not to discriminate, all to the detriment of Gladys Carol Espinoza 
Gonzáles. It further declared Peru’s responsibility for the violation of 
the right to personal integrity of Teodora Gonzáles de Espinoza and 
Manuel Espinoza Gonzáles, the mother and brother of Gladys Espinoza. 
The Court determined that on April 17, 1993, agents of Peru illegally 
and arbitrarily arrested Gladys Carol Espinoza Gonzáles without prop-
erly recording the arrest; without notifying her of the charges against 
her in accordance with Convention standards; without judicial review 
for at least 30 days; and without access to a habeas corpus remedy. Dur-
ing her arrest, Ms. Espinoza was beaten, threatened and transferred to 
the facilities of the former Abduction Investigation Division (DIVISE) 
and the National Counter-terrorism Directorate (DINCOTE), both at-
tached to the National Police of Peru. 

In these places she was subject to acts of torture and sexual violence. 
These acts were consistent with the systematic and generalized practice 
of torture, including through the use of sexual violence, and other cruel, 
inhuman or degrading treatments or punishments, used at that time 
as an instrument in the fight against insurgency, in the framework of 
criminal investigations for the crimes of treason and terrorism during 
the Peruvian conflict. In addition, the Court determined that Peru did 
not initiate investigations in relation to the aforementioned torture and 
sexual violence until 2012, despite the numerous complaints filed since 
1993, and the medical reports that verified Ms. Espinoza’s state of health. 
Therefore, it declared the State responsible for the violation of her right 
to judicial guarantees and judicial protection. The Inter-American Court 
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also held that the precarious conditions of Ms. Espinoza’s detention be-
tween 1996 and 2001 in the Yanamayo Maximum Security Prison, with-
out medical attention despite the progressive deterioration of her health, 
constituted cruel, inhuman and degrading treatment. The Court further 
declared that the force used against Ms. Espinoza during an inspection 
in said prison in 1999 constituted torture. Finally, the Court determined 
that what happened to Ms. Espinoza caused suffering to her mother and 
brother, in violation of their right to personal integrity. 

The Court held that Peru violated the following in relation to Article 
1.1 of the American Convention on Human Rights, to the detriment of 
Gladys Espinoza: a) Articles 7.1 and 7.2 of said treaty, for the failure to 
properly record said detention; b) Articles 7.1 and 7.4 of the treaty, for 
not informing her of the reasons for her arrest or the charges formulat-
ed, in accordance with convention standards; c) Articles 7.1, 7.3 and 7.5 
of the treaty, for the lack of judicial review of the detention for at least 
30 days, which made the detention arbitrary; and d) Articles 7.1 and 7.6 
of the Convention, in relation to Article 2o. thereof, due to the impos-
sibility of filing an application for habeas corpus or any other guarantee 
action during the effective term of Decree Law 25,659 of August 1992, 
which made guarantee actions by those arrested for, involved in or pros-
ecuted for crimes of terrorism inadmissible.

Furthermore, the Court determined that during her detention on 
April 17, 1993, Gladys Espinoza was beaten and threatened with death, 
among other things, and that Peru did not justify the force used by its 
agents, in violation of the right to personal integrity. The Court also 
held that the manner in which said detention was carried out consti-
tuted psychological torture. Once transferred to the DIVISE and DIN-
COTE facilities, Gladys Espinoza was a victim of inhuman and degrad-
ing treatment, since she was held incommunicado for approximately 
three weeks, without access to her family. In these prisons she was also 
a victim of torture by reason of the psychological and physical violence 
to which she was subjected for the purpose of obtaining information 
about the Túpac Amaru Revolutionary Movement (MRTA), as well as 
the commission of a kidnapping. Gladys Espinoza was also the victim 
of rape and other types of sexual violence on repeated occasions and for 
a prolonged period of time. In this regard, the Court determined that, 
because what happened to Ms. Espinoza was consistent with the gener-
alized practice of rape and other forms of sexual violence that affected 
mainly women during the conflict, the acts of sexual violence against 
Gladys Espinoza also constituted acts of torture. Accordingly, the Court 
held that Peru violated, to the detriment of Gladys Espinoza, Articles 
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5.1 and 5.2 of the American Convention, and that it breached the obliga-
tions established in Articles 1o. and 6o. of the Inter-American Conven-
tion to Prevent and Punish Torture, due to the acts perpetrated against 
her in the facilities of the DIVISE and the DINCOTE in 1993. The Court 
also concluded that the acts of violence and sexual violence violated Ar-
ticles 11.1 and 11.2 of the Convention.

Furthermore, the Court concluded that during Gladys Espinoza’s 
stay in the Yanamayo Prison between 1996 and 2001, the State subjected 
her to cruel, inhuman and degrading treatment in violation of Articles 
5.2 and 5.1 of the American Convention, in connection with Article 1.1 
thereof, taking into account: i) the conditions of detention in that prison; 
ii) the regimen to which she was submitted, designed for those prose-
cuted and/or sentenced for terrorism and treason; and iii) the absence of 
specialized, appropriate and timely medical attention to the progressive 
deterioration of Gladys Espinoza’s health, as evidenced by the medical 
reports of her condition at the time. The Court also concluded that the 
State violated Articles 5.1 and 5.2 of the Convention to the detriment of 
Gladys Espinoza, because of the magnitude of the force used against her 
during an inspection at the Yanamayo Prison on August 5, 1999 with the 
participation of officers of the National Special Operations Directorate 
(DINOES), which constituted a form of torture. The Court asserted that 
in no case is the use of sexual violence a permissible measure in the use 
of force by security forces.

The Court considered that the generalized practice of sexual violence 
by the security forces during the period of the conflict constituted gender-
based violence, since it affected women based merely on their gender. In 
light of this context, the Court considered that the body of Gladys Espi-
noza as a woman was used in order to obtain information about her senti-
mental partner and to humiliate and intimidate both of them. These acts 
confirm that the state agents used sexual violence and the threat of sex-
ual violence against Gladys Carol Espinoza Gonzáles as a strategy in the 
fight against the above-mentioned subversive group. As a consequence, 
the Court concluded that Gladys Espinoza was a victim of individualized 
discriminatory treatment because of her status as a woman, in violation 
of Article 1.1 of the Convention, in relation to Articles 5.1, 5.2 and 11 of 
said treaty, and Articles 1o. and 6o. of the Inter-American Convention to 
Prevent and Punish Torture (IACPPT).

Because Gladys Espinoza was subjected to torture, which included 
violence and sexual violence, as well as other inhuman and degrading 
treatment, all in the framework of a generalized practice of the same, 
the Court applied a iuris tantum presumption to the violation of the 
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right to mental and moral integrity of her mother, Teodora Gonzáles. 
It also considered that the State violated the personal integrity of her 
brother, Manuel Espinoza. All of the foregoing violated Article 5.1 of the 
American Convention.

In addition, the Court considered that the State violated Articles 8.1 
and 25 of the Convention, in relation to Article 1.1 of said treaty, and 
that it breached the obligations established in Articles 1o., 6o. and 8o. of 
the IACPPT and Article 7.b of the Convention of Belém do Pará (as to the 
latter, from the date on which it was ratified), for the unjustified delay in 
initiating an investigation of the events that occurred to the detriment of 
Gladys Espinoza. Also, in its analysis of the merits, the Court noted that 
neither the statements taken from Gladys Espinoza, nor the medical re-
ports corresponding to the examinations that were conducted, complied 
with international standards for the collection of evidence in cases of 
torture and sexual violence and, in particular, the compilation of state-
ments and the performance of medical and psychological assessments.

The Court considered the following with respect to the interviews 
of a person who asserts having been subjected to acts of torture: i) the 
person should be allowed to freely explain what he or she deems rel-
evant, so officials should not limit themselves to asking questions; ii) 
no one should be required to speak about any form of torture if they are 
uncomfortable doing so; iii) the pre-arrest psychosocial history of the pre-
sumed victim, a summary of the facts narrated by the victim in relation 
to the moment of his or her initial arrest, the circumstances, place and 
conditions while under state custody, the ill treatment or acts of torture 
presumably suffered, as well as the methods presumably used to inflict 
it, should all be documented during the interview; and iv) the detailed 
statement should be recorded and transcribed. In cases in which the al-
leged torture includes acts of violence or rape, the presumed victim must 
consent to the recording. The Court also reiterated that in an interview 
of a presumed victim of violence or rape, the statement needs to be given 
in a comfortable and safe environment that provides privacy and gener-
ates confidence, and the statement should be recorded in order to avoid 
or limit the need to have it repeated. The statement should contain, with 
the consent of the presumed victim: i) the date, time and place of the act 
of sexual violence perpetrated, including a description of the place where 
the act occurred; ii) the names, identities and number of assailants; iii) 
the nature of the physical contacts of which the person was a victim; 
iv) whether weapons or restraints were used; v) the use of medication, 
drugs, alcohol or other substances; vi) the way in which clothing was re-
moved, if applicable; vii) the details of the sexual activities perpetrated 
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or attempted against the presumed victim; viii) whether condoms or lu-
bricants were used; ix) whether there was other conduct that could alter 
the evidence; and x) details of the symptoms that the presumed victim 
has suffered since that time.

Furthermore, the Court considered that, in cases in which there 
are signs of torture, the medical examinations of the presumed vic-
tim must be performed with his or her prior and informed consent, 
without the presence of security agents or other state agents, and the 
corresponding reports should include at least the following elements: 
a) the circumstances of the interview: the name of the subject and the 
name and affiliation of all persons present at the examination; the ex-
act date and time; the location, nature and address of the institution 
in which the examination is conducted; particular circumstances at the 
time of the examination, and any other factor that the doctor considers 
relevant; b) a detailed description of the facts related by the subject 
during the interview; c) a description of all physical and psychologi-
cal observations made in the clinical examination, including the cor-
responding diagnostic tests and, when possible, color photographs of 
all injuries; d) an interpretation of the possible relationship between 
the physical and psychological symptoms and the possible torture or ill 
treatment, and an opinion with respect to recommended medical and 
psychological treatment or new examinations; and e) the report should 
be signed and should clearly identify the people who have carried out 
the examination.
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CASO ESPINOZA GONZÁLES VS. PERÚ

SENTENCIA DE 20 DE NOVIEMBRE DE 2014

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelan-
te “la Corte Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”) (…)
…

I. INTRODUCCIÓN DE LA CAUSA Y OBJETO 
DE LA CONTROVERSIA

1. El caso sometido a la Corte . – El 8 de diciembre de 2011 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en ade-
lante “la Comisión Interamericana” o “la Comisión”) pre-
sentó un escrito (en adelante “escrito de sometimiento”) por 
el cual sometió a la jurisdicción de la Corte Interamericana el 
caso Gladys Carol Espinoza Gonzáles contra la República 
del Perú (en adelante “el Estado” o “Perú”). Según la Comi-
sión, el presente caso se relaciona con la supuesta deten-
ción ilegal y arbitraria de Gladys Carol Espinoza Gonzáles 
el 17 de abril de 1993, así como la alegada violación sexual 
y otros hechos constitutivos de tortura de los que fue víc-
tima, mientras permaneció bajo la custodia de agentes de 
la entonces División de Investigación de Secuestros (DIVI-
SE) y de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DIN-
COTE), ambas adscritas a la Policía Nacional del Perú. 

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

BJV, Universidad Nacional Autónoma de México-IIJ, 2018 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive



272

LA VIOLENCIA SEXUAL EN CONTRA DE LAS MUJERES...

La Comisión sostuvo que además de los alegados hechos 
de tortura ocurridos a comienzos de 1993, Gladys Espinoza 
habría sido sometida a condiciones de detención inhuma-
nas durante su reclusión en el Penal de Yanamayo entre 
enero de 1996 y abril de 2001, presuntamente sin acceso a 
tratamiento médico y alimentación adecuados, y sin la po-
sibilidad de recibir visitas de sus familiares. También seña-
ló que en agosto de 1999 agentes de la Dirección Nacional 
de Operaciones Especiales de la Policía Nacional del Perú 
(DINOES) le habrían propinado golpizas en partes sensi-
bles del cuerpo, sin que la presunta víctima tuviera acceso 
a atención médica oportuna. Finalmente, sostuvo que los 
hechos del caso no habrían sido investigados y sancionados 
por las autoridades judiciales competentes, permaneciendo 
en la impunidad. 
…

II. PROCEDIMIENTO ANTE LA CORTE

…

III. COMPETENCIA

…

IV EXCEPCIONES PRELIMINARES

 …

V. CONSIDERACIONES PREVIAS

…
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VI. PRUEBA

…

VII. HECHOS

…

VIII. FONDO

…

VIII.1. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL, 
EN RELACIÓN CON LAS OBLIGACIONES 

DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS

…

B.1. Artículo 7.2 de la Convención Americana 
(derecho a no ser privado de la libertad 
ilegalmente) en relación con el artículo 1.1 
del mismo instrumento

…
119. Por otro lado, tal como ha sido indicado, la deten-

ción de Gladys Espinoza se enmarcó en el contexto de un 
conflicto entre grupos armados y agentes de las fuerzas po-
liciales y militares, y la vigencia en el Perú de un decre-
to aplicable al ámbito geográfico que prorrogó el estado de 
emergencia decretado y suspendió determinadas garantías 
constitucionales, entre otros, el derecho a ser detenido sola-
mente por orden judicial o en flagrante delito […]. La Corte 
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advierte que la Convención permite la suspensión de ga-
rantías únicamente en caso de guerra, de peligro público o 
de otra emergencia que amenace la independencia o segu-
ridad del Estado Parte,189 y que no existe una prohibición 
convencional de suspender dicho derecho temporalmente y 
en cumplimiento de ciertas salvaguardas.190

…

B.1.3. Ausencia de un registro adecuado 
de la detención

122. La Comisión y los representantes argumentaron la 
ausencia de un registro adecuado de la detención de Gladys 
Espinoza […]. La Corte ha considerado que toda detención, 
independientemente del motivo o duración de la misma, 
tiene que ser debidamente registrada en el documento per-
tinente, señalando con claridad las causas de la detención, 
quién la realizó, la hora de detención y la hora de su pues-
ta en libertad, así como la constancia de que se dio aviso 
al juez competente, como mínimo, a fin de proteger contra 
toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física.194  
La Corte ha establecido que dicha obligación también exis-
te en centros de detención policial.195 La Corte nota que este 
deber se encuentra dispuesto en una norma interna que no 
se encontraba suspendida […]. 

123. Del acervo probatorio consta que, en el Libro de Re-
gistro de Detenidos proveniente de la Policía Nacional del 
Perú del Ministerio del Interior, con fecha de apertura el 27 
de agosto de 1992 y que culmina el 9 de diciembre de 1996, 
a folio 90 se encuentra registrado el ingreso de Gladys Ca-

189  ...
190  ...
194  ...
195  ...
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rol Espinoza Gonzáles. Se desprende de dicho documento 
que únicamente se registró el ingreso a la 01:10 horas del 
19 de abril de 1993.196 Es decir, si bien la detención se reali-
zó el 17 de abril de 1993 el ingreso fue registrado recién dos 
días después de ésta, y sin que se haya señalado con clari-
dad las causas de la detención, quién la realizó ni la hora 
de detención. Por tanto, la Corte determina que la falta de 
un registro adecuado de la detención de Gladys Carol Es-
pinoza Gonzáles constituye una violación del derecho con-
sagrado en el artículo 7 .2 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1 .1 de este instrumento, en perjuicio 
de Gladys Carol Espinoza Gonzáles . 

B.2. Artículo 7.4 de la Convención Americana 
(derecho a ser informado de las razones 
de la detención) en relación con el 
artículo 1.1 del mismo instrumento

124. La Comisión y los representantes argumentaron 
que Gladys Espinoza no fue informada oportunamente de 
las razones de su detención ni de los cargos que se le im-
putaban […]. El artículo 7.4 de la Convención Americana 
alude a dos garantías para la persona que está siendo dete-
nida: i) la información en forma oral o escrita sobre las ra-
zones de la detención, y ii) la notificación, que debe ser por 
escrito, de los cargos.197 La información de los “motivos y ra-
zones” de la detención debe darse “cuando ésta se produce”, 
lo cual constituye un mecanismo para evitar detenciones 
ilegales o arbitrarias desde el momento mismo de la priva-
ción de libertad y, a su vez, garantiza el derecho de defensa 
del individuo.198 La Corte ha señalado que el agente que lle-

196  ...
197  ...
198  ...
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va a cabo la dtención debe informar en un lenguaje simple 
y libre de tecnicismos, los hechos y bases jurídicas esencia-
les en los que se basa la detención y que no se satisface el 
artículo 7.4 de la Convención si sólo se menciona la base 
legal.199 Si la persona no es informada adecuadamente de 
las razones de la detención, incluyendo los hechos y su base 
jurídica, no sabe contra cuál cargo defenderse y, en forma 
concatenada, se hace ilusorio el control judicial.200 La Corte 
nota que este deber se encuentra dispuesto en una norma 
interna que no se encontraba suspendida […]. 

125. La detención de Gladys Espinoza ocurrió el día 17 
de abril de 1993, y no consta prueba alguna que permita 
acreditar que se hubiera informado a Gladys Espinoza en 
forma oral o escrita las razones de la detención según los 
estándares mencionados […]. El único elemento probatorio 
con el que la Corte cuenta es la declaración instructiva de 
5 de junio de 1993 en las Oficinas de la DINCOTE y ante el 
Juez Militar Especial, Gladys Espinoza explicó que: 

[f]ue detenida el día diecisiete de [a]bril del presente año a 
eso de las cuatro de la tarde cuando iba en una moto con el 
Sr. Rafael Salgado Castillo en una intersección de la Aveni-
da Brasil, desconocía porque lo habían capturado enterán-
dose al día siguiente en los interrogatorios de la Policía pre-
guntándole por un diminutivo que en este acto no recuerda 
al parecer que buscaban a un hombre por haber sido secues-
trado ech[á]ndole la culpa a Rafael Salgado [y explicó que] 
con ocasión de las investigaciones le informaron al respecto 
de que un [j]aponés había sido secuestrado, le dijeron que 
estaba involucrada por eso.201

126. Al respecto, la Corte entiende que fue mediante 
un interrogatorio y en el marco de la investigación poli-

199  ...
200  ...
201  ...
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cial, que Gladys Espinoza tuvo conocimiento de las razones 
de su detención, sin que se tenga certeza sobre el momen-
to específico ni las circunstancias en que esto ocurrió. Por 
tanto, el Estado incumplió con la obligación convencional 
de informar en forma oral o escrita sobre las razones de la 
detención. 

127. Por otro lado, de la prueba se desprende que al día 
siguiente de su detención, esto es, el 18 de abril de 1993, 
Gladys Espinoza firmó una constancia identificada como 
“notificación de detención”, mediante la cual se indica úni-
camente que: “Por la presente, se le comunica a Ud. que se 
encuentra detenido(a) en esta Unidad Policial, para escla-
recimiento de Delito de Terrorismo”.202 Sobre este punto, 
consta que el 7 de mayo de 1993 y en presencia del Instruc-
tor de una de las Oficinas de la DINCOTE, Gladys Espinoza 
afirmó: “s[í] he sido comunicada por escrito [d]el motivo de 
mi detención”.203 Al respecto, la Corte ha señalado que, en 
un caso en que se alegue la violación del artículo 7.4 de la 
Convención, se deben analizar los hechos bajo el derecho 
interno y la normativa convencional.204 En este sentido, si 
bien, de conformidad con la norma interna que no se encon-
traba suspendida (…) y los estándares convencionales (…), 
Gladys Espinoza debió ser notificada inmediatamente y por 
escrito de la causa o razones de su detención, incluyendo los 
cargos, los hechos y su base jurídica, en un lenguaje simple 
y libre de tecnicismos, esto no ocurrió así, ya que recién un 
día después de su detención se le notificó solamente que se 
encontraba detenida para el esclarecimiento de delito de 
terrorismo. 

…

202  ...
203  ...
204  ...
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B.3. Artículos 7.5 y 7.3 de la Convención Americana 
(derecho al control judicial de la detención 
y derecho a no ser privado de la libertad 
arbitrariamente) en relación con el artículo 1.1 
del mismo instrumento

129. La Comisión y los representantes sostuvieron que 
Gladys Espinoza permaneció incomunicada por varios días 
y fue presentada a una autoridad judicial del fuero militar 
ochenta días después de su detención (supra párrs. 103.c 
y 104.c). La parte inicial del artículo 7.5 de la Convención 
dispone que la detención de una persona debe ser sometida 
sin demora a revisión judicial. La Corte ha señalado que 
para satisfacer la exigencia del artículo 7.5 de “ser llevado” 
sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por 
la ley para ejercer funciones judiciales, el detenido debe 
comparecer personalmente ante la autoridad competente, 
la cual debe oír personalmente al detenido y valorar todas 
las explicaciones que éste le proporcione, para decidir si 
procede la liberación o el mantenimiento de la privación 
de libertad.205 El control judicial inmediato es una medi-
da tendiente a evitar la arbitrariedad o ilegalidad de las 
detenciones, tomando en cuenta que en un Estado de De-
recho corresponde al juzgador garantizar los derechos del 
detenido, autorizar la adopción de medidas cautelares o de 
coerción cuando sea estrictamente necesario y procurar, en 
general, que se trate al inculpado de manera consecuente 
con la presunción de inocencia.206 La inmediata revisión ju-
dicial de la detención tiene particular relevancia cuando se 
aplica a capturas realizadas sin orden judicial.207 A pesar 
de que dicho derecho estaba suspendido […], esta suspen-

205  ...
206  ...
207  ...
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sión no puede ser considerada como absoluta y, por tanto, 
la Corte debe analizar la proporcionalidad de lo sucedido en 
el presente caso.208

130. Es un hecho no controvertido que en el marco de 
la lucha contra el terrorismo, el Estado expidió los De-
cretos Leyes No. 25.475 y No. 25.744 de 5 de mayo y 27 
de septiembre de 1992, relativo al delito de terrorismo y 
traición a la patria. El primero de ellos dispuso, en su ar-
tículo 12.c), que una persona presuntamente implicada en 
el delito de terrorismo podía ser mantenida en detención 
preventiva por un plazo no mayor de 15 días naturales, 
con cargo de dar cuenta dentro de 24 horas al Ministerio 
Público y al juez penal. De acuerdo con el artículo 2.a) del 
Decreto Ley No. 25.744, el mencionado término de 15 días 
podía ser prorrogado por un período igual sin que la per-
sona fuera puesta a disposición de autoridad judicial […]. 
En anteriores oportunidades la Corte ha señalado que este 
tipo de disposiciones contradicen lo dispuesto por la Con-
vención209 en el sentido de que “[t]oda persona detenida o 
retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales”. 

…
132. En definitiva, la Corte no tiene claridad suficiente 

para establecer el periodo en que se extendió la detención 
de Gladys Espinoza sin control judicial. Por tanto, la Corte 
considerará, para los efectos de esta Sentencia, que Gladys 
Espinoza permaneció al menos 30 días sin ser presentada 
ante un juez. En los Casos Castillo Petruzzi y otros, y Can-
toral Benavides, la Corte estimó que la legislación peruana, 

208  ...
209  Cfr . Caso Castillo Petruzzi y otros vs . Perú, supra, párr. 110; Caso 

Cantoral Benavides vs . Perú . Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. 
Serie C No. 69, párr. 73, y Caso J . vs . Perú, supra, párr. 144.
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de acuerdo con la cual una persona presuntamente impli-
cada en el delito de traición a la patria podía ser mantenida 
en detención preventiva por un plazo de 15 días, prorro-
gable por un período igual, sin ser puesta a disposición de 
autoridad judicial, contradice lo dispuesto por el artículo 
7.5 de la Convención, y consideró que el período de aproxi-
madamente 36 días transcurrido desde la detención y has-
ta la fecha en que las víctimas fueron puestas a disposición 
judicial fue excesivo y contrario a la Convención.211 Por su 
parte, en el Caso J. vs. Perú la Corte consideró que inclu-
so bajo suspensión de garantías no es proporcional que la 
víctima, quien había sido detenida sin orden judicial, per-
maneciera detenida al menos 15 días sin ninguna forma de 
control judicial por estar presuntamente implicada en el 
delito de terrorismo.212

133. Dado que en el presente caso está demostrado que 
Gladys Espinoza, a quien se atribuía estar implicada en 
el delito de traición a la patria y se le aplicó la normativa 
vigente en la época de los hechos […], no fue presentada 
ante un Juez por al menos 30 días, corresponde aplicar las 
conclusiones a que se llegó en los casos indicados en el pá-
rrafo anterior. Por otra parte, si bien ninguna de las partes 
cuestionó si el juez de control contaba con las garantías de 
competencia, independencia e imparcialidad, la Corte ha 
señalado que el hecho de que se hubiera puesto a la víctima 
a disposición de un juez penal militar, no satisface las exi-
gencias del artículo 7.5 de la Convención.213 En consecuen-
cia, la Corte determina que dicha detención, sin un control 
judicial que se ajuste a los estándares convencionales, fue 
contraria al artículo 7 .5 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1 .1 de dicho instrumento, en perjui-
cio de Gladys Carol Espinoza Gonzáles. 

211  ...
212  ...
213  ...
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134. Ahora bien, en otros casos la Corte ha señalado que 
la prolongación de la detención sin que la persona sea pues-
ta a disposición de la autoridad competente la transforma 
en arbitraria.214 En razón de ello, considera que una vez que 
se prolongó la detención dada la falta de remisión sin demo-
ra ante el juez de control y, posteriormente, en razón de la 
continuación de la privación de la libertad por órdenes del 
juez militar, pasó a ser una detención arbitraria. Por tanto, 
la Corte declara la violación del artículo 7 .3, en relación con 
el artículo 1 .1 de la Convención Americana, en perjuicio de 
Gladys Carol Espinoza Gonzáles . 

B.4. Artículo 7.6 de la Convención Americana 
(derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente sobre la legalidad de su detención) 
en relación con el artículo 1.1 
del mismo instrumento 

135. La Comisión y los representantes alegaron la vio-
lación del artículo 7.6 de la Convención en perjuicio de 
Gladys Espinoza debido a que se prohibió la presentación 
de acción de habeas corpus a favor de las personas invo-
lucradas en procesos por terrorismo o traición a la patria 
(supra párrs. 103.c y 104.c). El artículo 7.6 de la Conven-
ción protege el derecho de toda persona privada de la liber-
tad a recurrir la legalidad de su detención ante un juez o 
tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, 
sobre la legalidad de la privación de libertad y, en su caso, 
decrete su libertad.215 La Corte ha destacado que la auto-
ridad que debe decidir la legalidad del arresto o detención 
debe ser un juez o tribunal. Con ello la Convención está 
resguardando que el control de la privación de la libertad 

214  ...
215  ...
216  ...

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

BJV, Universidad Nacional Autónoma de México-IIJ, 2018 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive



282

LA VIOLENCIA SEXUAL EN CONTRA DE LAS MUJERES...

debe ser judicial.216 Asimismo, ha referido que éstos “no 
solo deben existir formalmente en la legislación sino que 
deben ser efectivos, esto es, cumplir con el objetivo de ob-
tener sin demora una decisión sobre la legalidad del arres-
to o de la detención”.217

136. Tal como ha sido reconocido por el Estado, a par-
tir de la entrada en vigor del Decreto Ley 25.659 en agos-
to de 1992, se dispuso la improcedencia de “las Acciones 
de Garantía de los detenidos, implicados o procesados por 
delito de terrorismo, comprendidos en el Decreto Ley No. 
25.475”.218 La Corte advierte que el derecho a recurrir la 
legalidad de la detención ante un juez debe garantizarse 
en todo momento que la persona esté privada de su liber-
tad. Gladys Carol Espinoza Gonzáles estuvo imposibilita-
da de ejercer el recurso de hábeas corpus, si así lo hubiese 
deseado, ya que durante su detención se encontraba en 
vigencia la referida disposición legal contraria a la Con-
vención. Por tanto, como lo ha hecho en otros casos,219 la 
Corte determina que a partir de la entrada en vigencia del 
Decreto Ley No . 25 .659 el Estado violó el artículo 7 .6 de 
la Convención, en relación con los artículos 1 .1 y 2o . de la 
misma, en perjuicio de Gladys Carol Espinoza Gonzáles. 

…

VIII.2. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 
Y PROTECCIÓN DE LA HONRA Y DIGNIDAD, 
Y OBLIGACIÓN DE PREVENIR Y SANCIONAR 

LA TORTURA

…
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A) Estándares generales sobre integridad personal 
y tortura de detenidos

…
142. Por otra parte, la Corte ha señalado que la violación 

del derecho a la integridad física y psíquica de las personas 
tiene diversas connotaciones de grado y que abarca desde 
la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, in-
humanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas 
varían de intensidad según factores endógenos y exógenos 
de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, salud, con-
texto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analiza-
dos en cada situación concreta.229 Es decir, las característi-
cas personales de una supuesta víctima de tortura o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, deben ser tomadas en 
cuenta al momento de determinar si la integridad personal 
fue vulnerada, ya que tales características pueden cambiar 
la percepción de la realidad del individuo, y por ende, incre-
mentar el sufrimiento y el sentido de humillación cuando 
son sometidas a ciertos tratamientos.230 

143. Para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la 
Convención Americana debe entenderse como “tortura”, de 
conformidad con la jurisprudencia de la Corte, se está fren-
te a un acto constitutivo de tortura cuando el maltrato: i) es 
intencional; ii) cause severos sufrimientos físicos o menta-
les, y iii) se cometa con cualquier fin o propósito.231

B) La detención de Gladys Espinoza y los hechos 
ocurridos en las instalaciones de la DIVISE 
y DINCOTE entre abril y mayo de 1993

…
229  ...
230  ...
231  ...
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B.2.7. Determinación de los maltratos ocurridos

179. Tomando en cuenta el contexto establecido por la 
Corte en cuanto a la práctica de detenciones, tortura, tra-
tos crueles, inhumanos y degradantes, así como de violen-
cia y violación sexual en contra de mujeres, perpetrada por 
agentes estatales como parte de la lucha contrasubversiva 
en el Perú […], la Corte considera que, de: i) el informe 
Final de la CVR; ii) las declaraciones de Gladys Espinoza 
rendidas desde 1993 hasta el año 2014; iii) los referidos in-
formes elaborados por la DIVISE y la DINCOTE en el año 
1993; iv) los mencionados certificados e informes médicos 
y/o psicológicos emitidos entre los años 1993 y 2014; v) los 
testimonios de Manuel Espinoza Gonzáles y Lily Cuba, y 
vi) la falta de investigación de los hechos del caso, resulta 
suficientemente acreditado que, al momento de la deten-
ción inicial de la señora Gladys Espinoza, ésta se encon-
traba junto a Rafael Salgado en una moto, cuando, entre 
sonidos de disparos, fue agredida físicamente por funcio-
narios estatales desconocidos, recibiendo un golpe en la 
parte posterior de la cabeza, entre otros, con el fin de for-
zarla al vehículo donde fue trasladada a instalaciones de 
la DIVISE mientras recibía amenazas de muerte en con-
tra de ella y su familia y de ser infectada con “el SIDA”, y 
mientras escuchaba que amenazaban a su compañero con 
que “los 20 iban a pasar por ella” si él no hablaba (…).

180. Asimismo, la Corte encuentra suficientemente acre-
ditado que, durante su permanencia en instalaciones de la 
DIVISE y la DINCOTE en abril y mayo de 1993, Gladys 
Espinoza fue vendada, interrogada con relación al secues-
tro de un empresario, desnudada forzosamente, amenaza-
da de que la matarían a ella y a su familia, de que la des-
aparecerían y de ser contagiada con “el SIDA”, y agredida 
físicamente en reiteradas oportunidades y de distintas for-
mas, entre ellas, mediante golpes en todo su cuerpo, inclu-
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sive en las plantas de los pies, la región lumbar y la cabe-
za. Además fue atada y colgada, y su cabeza fue sumergida 
en aguas fecales. También escuchó los gritos de su pareja 
sentimental, Rafael Salgado. En el mismo sentido, la Cor-
te considera probado que la señora Espinoza Gonzáles fue 
objeto de manoseos, penetración vaginal y anal con manos 
y, en este último caso, también con un objeto. Asimismo, le 
jalaron los senos y vellos púbicos y uno de sus agresores in-
tentó meterle el pene en su boca. 

181. Por otro lado, el Estado no controvirtió que la se-
ñora Espinoza Gonzáles permaneció incomunicada algún 
tiempo en la DIVISE y la DINCOTE. Al respecto, es un 
hecho probado que la señora Teodora Gonzáles acudió a las 
instalaciones de la DINCOTE por primera vez porque el 23 
de abril de 1993 un agente policial le había comunicado que 
su hija se encontraba ahí en grave estado de salud […]. La 
Corte recuerda, además, que inicialmente las autoridades 
de la DINCOTE les negaron que ésta se encontraba ahí, 
permitiéndoles acceso a ella dos semanas después y solo por 
unos minutos […]. El 7 de mayo de 1993 la señora Espinoza 
rindió declaración en presencia del Instructor de una de las 
Oficinas de la DINCOTE y de su abogada […]. Asimismo, 
es pertinente señalar que el Informe Final de la CVR hace 
referencia a la práctica de incomunicación durante el con-
flicto armado. En efecto, la CVR, citando a la Coordinado-
ra Nacional de Derechos Humanos en su Informe Tortura 
de 1993-1994, señaló que “prácticamente todos los deteni-
dos en aplicación de la legislación especial antiterrorista 
habían sido incomunicados, restringidos en su derecho de 
defensa y sujetos a la decisión de la propia policía para es-
tablecer su situación jurídica, es decir, a qué fuero debía[n] 
ser conducidos (militar o civil)”.317 En efecto, la Corte re-
cuerda que el artículo 12.d del Decreto Ley No. 25.475, vi- 
 

317  ...
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gente al momento de los hechos en cuestión, autorizaba a 
la Policía Nacional a disponer la incomunicación absoluta 
de los detenidos […]. Por todo lo anterior, la Corte conside-
ra acreditado que la señora Gladys Carol Espinoza Gonzá-
les no pudo comunicarse con su familia sino hasta aproxi-
madamente tres semanas después de su detención. 

182. Adicionalmente, la Corte recuerda que la detención 
de la señora Gladys Espinoza se realizó sin que mediara 
orden judicial y sin que fuera sometida a control judicial 
por al menos 30 días […]. Estas condiciones en las que se 
realizó la detención favorecen la conclusión de la ocurren-
cia de los hechos alegados por aquélla. Tal como lo ha hecho 
en otras oportunidades,318 la Corte observa que llegar a una 
conclusión distinta, implicaría permitir al Estado ampa-
rarse en la negligencia e inefectividad de la investigación y 
la situación de impunidad en la que permanecen los hechos 
del caso, para sustraerse de su responsabilidad. 

B.2.8. Calificación jurídica de los hechos

…
184. En primer lugar, la Corte ha indicado que todo 

uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por 
el propio comportamiento de la persona detenida consti-
tuye un atentado a la dignidad humana, en violación del 
artículo 5o. de la Convención Americana.319 En el presente 
caso, el Estado no ha demostrado que la fuerza utilizada 
al momento de la detención de la señora Espinoza Gonzá-
les fue necesaria, por lo que el Tribunal considera que se 
violó su derecho a la integridad personal reconocido en el 
artículo 5 .1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1 .1 de la misma . 

318  ...
319  ...
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185. En segundo lugar, la Corte recuerda que se ha con-
formado un régimen jurídico internacional de prohibición 
absoluta de todas las formas de tortura, tanto física como 
psicológica, y respecto de esta última, se ha reconocido que 
las amenazas y el peligro real de someter a una persona a 
graves lesiones físicas produce, en determinadas circuns-
tancias, una angustia moral de tal grado que puede ser 
considerada “tortura psicológica”.320 Para la Corte es evi-
dente que, dado el contexto de violencia en la época, tanto 
por parte de grupos subversivos como por agentes estatales 
[…], el hecho de que personas desconocidas hayan detenido 
a la señora Espinoza entre sonidos de disparos, la hayan 
golpeado en la cabeza, entre otros, a fin de subirla a un ve-
hículo junto a su pareja sentimental, quien estaba ensan-
grentado, y donde recibió amenazas de muerte en contra de 
ella y de su familia y de que sería “contagiada con el SIDA 
[sic]”, y escuchó que veinte hombres iban a “pasar por ella”, 
necesariamente le provocó a aquélla sentimientos profun-
dos de angustia, miedo y vulnerabilidad. De este modo, di-
chos hechos constituyeron, además de una vulneración a su 
integridad física, una forma de tortura psicológica, en vio-
lación de los artículos 5 .1 y 5 .2 de la Convención America-
na, en relación con el artículo 1 .1 de la misma, en perjuicio 
de Gladys Espinoza . 

186. En tercer lugar, en cuanto a los hechos ocurridos en 
instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE, en el Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos se ha establecido que 
la incomunicación debe ser excepcional y que su uso duran-
te la detención puede constituir un acto contrario a la dig-
nidad humana,321 dado que puede generar una situación de 
extremo sufrimiento psicológico y moral para el detenido.322 
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En el mismo sentido, desde sus primeras sentencias la Cor-
te Interamericana ha considerado que el aislamiento y la 
incomunicación prolongados representan, por sí mismos, 
formas de trato cruel e inhumano, lesivos de la integri-
dad psíquica y moral de la persona y del derecho de todo 
detenido al respeto debido a la dignidad inherente al ser 
humano.323 Los Estados además deben garantizar que las 
personas privadas de la libertad puedan contactar a sus 
familiares.324 La Corte recuerda que la incomunicación es 
una medida excepcional para asegurar los resultados de 
una investigación y que solo puede aplicarse si es decreta-
da de acuerdo con las condiciones establecidas de antema-
no por la ley.325

187. La Corte considera que el plazo de aproximada-
mente tres semanas sin que la señora Espinoza tuviera ac-
ceso a su familia constituyó un período prolongado de in-
comunicación. Por otro lado, la Corte ya estableció que la 
detención de la señora Espinoza Gonzáles fue ilegal […]. 
Al respecto, la Corte ha señalado que basta con que una 
detención ilegal haya durado breve tiempo para que se con-
figure, dentro de los estándares del derecho internacional 
de los derechos humanos, una conculcación a la integri-
dad psíquica y moral, y que cuando se presentan dichas 
circunstancias es posible inferir, aun cuando no mediaran 
otras evidencias al respecto, que el trato que la víctima re-
cibió durante su incomunicación fue inhumano y degradan-
te.326 Por tanto, dicho período de incomunicación constituyó 
una violación de los artículos 5 .2 y 5 .1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1 .1 de la misma, en 
perjuicio de Gladys Espinoza . 

323  ...
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188. Finalmente, a fin de establecer si los hechos ocurri-
dos a la señora Gladys Espinoza dentro de las instalaciones 
de la DIVISE y de la DINCOTE en abril y mayo de 1993, 
mencionados supra, constituyeron actos de tortura, la Corte 
determinará si se trataron de actos: i) intencionales, ii) que 
causaron severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) fue-
ron cometidos con cualquier fin o propósito (…). 

189. Dada su naturaleza, repetición y extensión en el 
tiempo, para la Corte es evidente que las agresiones físi-
cas y psicológicas sufridas por la señora Gladys Espinoza, 
incluyendo fuertes golpes por todo el cuerpo, haber sido 
colgada, inmersiones en aguas putrefactas y amenazas de 
muerte en contra de ella y su familia, fueron intenciona-
les. En cuanto a la severidad del sufrimiento padecido, la 
Corte recuerda que, en sus declaraciones, la señora Espi-
noza señaló que escuchaba los gritos de dolor de su pare-
ja sentimental, que se desmayó en varias ocasiones, que 
sentía que se salía de su cuerpo, ya que había “traspasa-
do los límites del dolor”, y que pedía que la mataran (…). 
Al respecto, la Corte nota que la psicóloga Carmen Wurst 
identificó la pérdida de la conciencia y la despersonaliza-
ción como sistemas protectores desplegados frente a tales 
actos (…). Por último, en cuanto a la finalidad, los hechos 
mencionados fueron ocasionados a la señora Espinoza en 
el marco de una situación en la que los agentes de la DI-
VISE y la DINCOTE la interrogaron repetidamente sobre 
el paradero del señor Furukawa tras su secuestro (…). Sin 
descartar la eventual concurrencia de otras finalidades, la 
Corte considera probado que, en el presente caso, la vio-
lencia física y psicológica infligida tuvo la finalidad especí-
fica de conseguir información respecto del MRTA y el pre-
sunto secuestro mencionado, así como de castigarla al no 
proporcionar la información solicitada. 

…
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191. Siguiendo la línea de la normativa y la jurispru-
dencia internacionales y tomando en cuenta lo dispuesto 
en la Convención de Belém do Pará, la Corte ha conside-
rado que la violencia sexual se configura con acciones de 
naturaleza sexual que, además de comprender la invasión 
física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no in-
volucren penetración o incluso contacto físico alguno.328 
En este sentido, en otro caso ante la Corte se estableció 
que el someter a mujeres a la desnudez forzosa mientras 
éstas eran constantemente observadas por hombres arma-
dos, quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas 
de seguridad del Estado, constituyó violencia sexual.329 

192. Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y 
normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Pe-
nal Internacional como en el Derecho Penal comparado, 
la Corte ha considerado que la violación sexual no impli-
ca necesariamente una relación sexual por vía vaginal, 
como se consideró tradicionalmente. Por violación sexual 
también debe entenderse actos de penetración vaginal o 
anal mediante la utilización de otras partes del cuerpo 
del agresor u objetos, así como la penetración bucal me-
diante el miembro viril.330 Al respecto, la Corte aclara que 
para que un acto sea considerado violación sexual, es sufi-
ciente que se produzca una penetración, por insignifican-
te que sea, en los términos antes descritos.331 Además, se 
debe entender que la penetración vaginal se refiere a la 
penetración, con cualquier parte del cuerpo del agresor 
u objetos, de cualquier orificio genital, incluyendo los la-
bios mayores y menores, así como el orificio vaginal. Esta 
interpretación es acorde a la concepción de que cualquier 
tipo de penetración, por insignificante que sea, es sufi-

328  ...
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ciente para que un acto sea considerado violación sexual. 
La Corte entiende que la violación sexual es una forma de 
violencia sexual.332

193. Adicionalmente, la Corte ha reconocido que la viola-
ción sexual es una experiencia sumamente traumática que 
tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psi-
cológico que deja a la víctima “humillada física y emocio-
nalmente”, situación difícilmente superable por el paso del 
tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras experien-
cias traumáticas.333 De ello se desprende que es inherente a 
la violación sexual el sufrimiento severo de la víctima, aun 
cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físi-
cas. En efecto, no en todos los casos las consecuencias de una 
violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. 
Las mujeres víctimas de violación sexual también experi-
mentan severos daños y secuelas psicológicas y aun sociales. 

194. En el presente caso, la Corte ha establecido que, 
durante su detención en la DIVISE y la DINCOTE en 
abril y mayo de 1993, Gladys Espinoza fue objeto de des-
nudez forzosa y manoseos, le jalaron los senos y los vellos 
púbicos y uno de sus agresores intentó meterle el pene en 
su boca […]. Es evidente que, al involucrar los senos y el 
área genital de la presunta víctima, dichos actos consti-
tuyeron violencia sexual. Con relación a los “manoseos” y 
el intento de forzarla a tener sexo oral, la Corte considera 
que estos actos implicaron la invasión física del cuerpo de 
la señora Gladys Espinoza,334 tomando en cuenta que las 
víctimas de violencia sexual tienden a utilizar términos 
poco específicos al momento de realizar sus declaraciones 
y no explicar gráficamente las particularidades anatómi-
cas de lo sucedido.335 Al respecto, la CVR señaló que “[e]s 
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común que las declarantes utilicen términos confusos o 
‘propios’ al momento de describir los actos de violencia 
sexual a que fueron sometidas” y específicamente se re-
firió a la utilización del término “manoseos” como una de 
las formas como las víctimas describían actos de violen-
cia sexual.336 Igualmente, la Corte estableció que, duran-
te el período mencionado, la señora Espinoza sufrió pene-
tración vaginal y anal con manos y, en este último caso, 
también con un objeto (…), los cuales constituyeron actos 
de violación sexual. 

195. Finalmente, la Corte considera pertinente recor-
dar, como ya fue establecido en el presente caso, que una 
de las formas que tomó la práctica generalizada de tortura 
fue mediante la práctica generalizada de la violencia se-
xual contra las mujeres, en particular, por parte de agentes 
estatales y en contra de mujeres presuntamente involucra-
das en el conflicto armado (…). Asimismo, la Corte recuer-
da que la DINCOTE fue señalada especialmente como un 
espacio donde la violación sexual se produjo reiteradamen-
te […]. Al respecto, la Corte considera que lo sucedido a la 
señora Espinoza es consistente con dicha práctica genera-
lizada. Al enmarcarse en dicho contexto, la Corte considera 
que los actos de violencia sexual en contra de Gladys Espi-
noza también constituyeron actos de tortura cuya prohibi-
ción absoluta, se reitera, pertenece hoy día al dominio del 
jus cogens internacional (…). 

…
197. Asimismo, la Corte ha precisado que si bien el 

artículo 11 de la Convención Americana se titula “Protec-
ción de la Honra y de la Dignidad”, su contenido incluye, 
entre otros, la protección de la vida privada.337 El concepto 
 

336  ...
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de vida privada comprende, entre otros ámbitos protegi-
dos, la vida sexual.338 La Corte estima que la violación y 
otras formas de violencia sexual perpetradas en contra de 
Gladys Espinoza vulneraron valores y aspectos esenciales 
de su vida privada, supusieron una intromisión en su vida 
sexual y anularon su derecho a tomar libremente las de-
cisiones respecto con quien tener relaciones sexuales, per-
diendo de forma completa el control sobre sus decisiones 
más personales e íntimas, y sobre las funciones corporales 
básicas.339 Por tanto, en vista de la violencia y violación se-
xual que sufrió la señora Gladys Espinoza, la Corte deter-
mina que el Estado también violó los artículos 11 .1 y 11 .2 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 
1 .1 de la misma, en perjuicio de aquélla. 

C) Condiciones de detención de Gladys Carol 
Espinoza Gonzáles en el Establecimiento 
Penitenciario de Máxima Seguridad Yanamayo 
de Puno y los hechos ocurridos 
el 5 de agosto de 1999

…
205. La Corte ha establecido que, de conformidad con los 

artículos 5.1 y 5.2 de la Convención, toda persona privada 
de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de deten-
ción compatibles con su dignidad personal. Además, el Es-
tado debe garantizar el derecho a la vida y a la integridad 
personal de los privados de libertad, en razón de que éste 
se encuentra en posición especial de garante con respecto 
a dichas personas, porque las autoridades penitenciarias 
ejercen un control total sobre éstas.348 De igual modo, la 
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Corte ya señaló que el aislamiento y la incomunicación pro-
longados representan, por sí mismos, formas de trato cruel 
e inhumano (…). 

206. La Corte también ha señalado como deber del Es-
tado el de salvaguardar la salud y el bienestar de los re-
clusos, brindándoles, entre otras cosas, la asistencia mé-
dica requerida, y de garantizar que la manera y el método 
de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de 
sufrimiento inherente a la detención.349 Así, el Estado tie-
ne el deber de proporcionar a los detenidos revisión médi-
ca regular y atención y tratamiento adecuados cuando así 
se requiera.350 En este sentido, la falta de atención médica 
adecuada a una persona que se encuentra privada de la 
libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse vio-
latoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo 
de las circunstancias concretas de la persona en particular, 
tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que pa-
dece, el lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos 
y mentales acumulativos351 y, en algunos casos, el sexo y la 
edad de la misma, entre otros.352 

207. En los Casos Lori Berenson Mejía,353 García Asto y 
Ramírez Rojas354 y Castillo Petruzzi y otros,355 todos contra 
el Perú, la Corte estableció, respectivamente, que la apli-
cación de los artículos 20 del Decreto Ley No. 25.475 y 3o. 
del Decreto Ley No. 25.744 a las víctimas por parte de los 
tribunales militares, constituyó trato cruel, inhumano y 
degradante, en violación del artículo 5o. de la Convención 
Americana, al encontrarse éstas bajo las condiciones de 

349  ...
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detención impuestas, en un régimen de incomunicación, 
aislamiento celular y restricción de visitas de sus fami-
liares. Cabe señalar que las víctimas de dichos casos per-
manecieron en las instalaciones del Establecimiento Pe-
nitenciario de Máxima Seguridad Yanamayo durante los 
periodos de 17 de enero de 1996 al 7 de octubre de 1998, 20 
de julio de 1999 al 21 de septiembre de 2001, y 14 y 15 de 
octubre de 1993 al 30 de mayo de 1999, respectivamente. 

208. La Corte advierte que el período en el cual permane-
ció Gladys Espinoza en las instalaciones del Penal de Yana-
mayo, esto es, de 17 de enero de 1996 a 10 de mayo de 2001, 
guarda relación con los casos mencionados supra. Asimismo, 
constata que a Gladys Espinoza se le aplicaron los artículos 
20 del Decreto Ley No. 25.475 y 3o. del Decreto Ley No. 
25.744, y que permaneció bajo las condiciones de detención 
descritas anteriormente (supra párrs. 203 a 214). De igual 
modo, la Corte ha constatado que durante el tiempo que la 
señora Gladys Espinoza permaneció en las instalaciones del 
Penal de Yanamayo se le practicaron al menos dos informes 
médicos, de los cuales se desprende un progresivo deterioro 
en su salud, y que no obstante que se recomendó su evalua-
ción por un médico neurólogo, no consta que dicho examen 
se haya realizado […]. En razón de todo ello, la Corte deter-
mina que Gladys Espinoza fue sometida a trato cruel, in-
humano y degradante y, por tanto, el Estado es responsable 
por la violación de los artículos 5 .2 y 5 .1 de la Convención 
Americana, en conexión con el artículo 1 .1 de la misma, en 
perjuicio de la señora Gladys Carol Espinoza Gonzáles. 

C.2.2. Los hechos durante la requisa de 5 
de agosto de 1999 en el Establecimiento 
Penitenciario de Máxima Seguridad 
Yanamayo de Puno

…

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

BJV, Universidad Nacional Autónoma de México-IIJ, 2018 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/dialogo-jurisprudencial/issue/archive



296

LA VIOLENCIA SEXUAL EN CONTRA DE LAS MUJERES...

210. Se desprende del acervo probatorio que, según han 
sostenido la Comisión y los representantes, sin que el Es-
tado lo haya controvertido, en dicha ocasión los efectivos 
policiales procedieron a agredir a las cinco internas, pro-
pinándoles patadas, puñetes, varazos, golpes en el cuerpo 
y rociándoles polvo lacrimógeno en sus caras, en medio de 
insultos y de expresiones soeces. Gladys Espinoza también 
fue sujetada por el cuello con varas y suspendida en el aire, 
perdió el conocimiento por efecto del polvo lacrimógeno 
arrojado a su rostro, por lo que presentaba equimosis en 
las piernas y cuello. Las cuatro internas restantes fueron 
lanzadas al piso y agredidas en sus partes íntimas.357

211. Respecto del uso de la fuerza en establecimientos 
penitenciarios, la Corte ha señalado que debe estar defini-
do por la excepcionalidad, con lo cual, sólo podrá hacerse 
uso de la fuerza o de instrumentos de coerción cuando se 
hayan agotado y hayan fracasado todos los demás medios 
de control.358 A su vez, el Estado debe asegurarse que las 
requisas sean correcta y periódicamente realizadas, des-
tinadas a la prevención de la violencia y la eliminación 
del riesgo, en función de un adecuado y efectivo control al 
interior de los pabellones por parte de la guardia peniten-
ciaria, y que los resultados de estas requisas sean debida 
y oportunamente comunicados a las autoridades compe-
tentes.359

…
213. En primer lugar, es criterio de la Corte que en nin-

gún caso el uso de la violencia sexual es una medida permi-
sible en el uso de la fuerza por parte de las fuerzas de segu-
ridad. En segundo lugar, de los hechos del presente caso no 
se desprende la existencia de una situación que justificara 

357  ...
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el nivel de fuerza utilizado en contra de la señora Espinoza 
(…). En efecto, no se verificó una situación de descontrol 
en el Establecimiento Penal y, por su parte, el Estado no 
acreditó la existencia de un comportamiento de la señora 
Espinoza distinto al descrito y tampoco se desprende que se 
hayan agotado y fracasado medios de control y coerción me-
nos lesivos. Todo ello, aunado a la situación de los estableci-
mientos penitenciarios que enmarcó los hechos del presente 
caso […], permite a la Corte concluir que la magnitud de la 
fuerza utilizada caracterizó una violación del artículo 5.1 
de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de la mis-
ma, en perjuicio de la señora Gladys Espinoza. 

214. Ahora bien, de acuerdo con la descripción de los 
actos de violencia que sufrió la señora Gladys Espinoza du-
rante los hechos del 5 de agosto de 1999, en el contexto del 
presente caso, no cabe duda que los mismos fueron cometi-
dos intencionalmente, que le provocaron severos sufrimien-
tos y secuelas físicas, y que tuvieron como finalidad humi-
llarla y castigarla […]. En tales circunstancias, dichos actos 
constituyeron formas de tortura. Por lo anterior, la Corte 
determina que el Estado es responsable por la violación del 
derecho a la integridad personal, reconocido en los artículos 
5 .2 y 5 .1 de la Convención Americana, en perjuicio de la se-
ñora Gladys Carol Espinoza Gonzáles . 

VIII.3 VIOLENCIA SEXUAL Y LA OBLIGACIÓN 
DE NO DISCRIMINAR A LA MUJER, EN RELACIÓN 

CON LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR 
LOS DERECHOS

…

221. Desde una perspectiva general, la Convención so-
bre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (en adelante, “la CEDAW”, por sus siglas 
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en inglés) define la discriminación contra la mujer como 
“toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 
que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular 
el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, indepen-
dientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad 
del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.377 En este 
sentido, el Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción contra la Mujer de las Naciones Unidas (en adelante, 
“el Comité de la CEDAW”) ha declarado que la definición 
de la discriminación contra la mujer “incluye la violencia 
basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la 
mujer [i] porque es mujer o [ii] que la afecta en forma des-
proporcionada”. También ha señalado que “[l]a violencia 
contra la mujer es una forma de discriminación que impi-
de gravemente que goce de derechos y libertades en pie de 
igualdad con el hombre”.378

…
223. Finalmente, la Corte ha establecido que las muje-

res detenidas o arrestadas “no deben sufrir discriminación, 
y deben ser protegidas de todas las formas de violencia o 
explotación”. Dicha discriminación incluye “la violencia di-
rigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en 
forma desproporcionada”, y abarca “actos que infligen da-
ños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, ame-
nazas de cometer esos actos, coacción y otras formas de pri-
vación de la libertad”.380

…

377  ...
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B.1. La práctica discriminatoria de violencia 
y violación sexual

225. En este caso, la Corte ya estableció que durante 
el período del conflicto comprendido entre 1980 y 2000, 
la violencia sexual fue una práctica generalizada dentro 
de las fuerzas de seguridad, la cual afectó principalmente 
a las mujeres […]. La Corte considera que esta práctica 
constituyó violencia basada en género pues afectó a las 
mujeres por el solo hecho de serlo, y que, tal como se des-
prende de la prueba, fue favorecida por la legislación anti-
terrorista vigente para la fecha, la cual se caracterizó por 
la ausencia de garantías mínimas para los detenidos, ade-
más de disponer, entre otros, la potestad de incomunicar a 
los detenidos y el aislamiento celular […]. 

226. Al respecto, ha sido reconocido por diversos órganos 
internacionales que durante los conflictos armados las mu-
jeres y niñas enfrentan situaciones específicas de afectación 
a sus derechos humanos, como lo son los actos de violencia 
sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como un 
medio simbólico para humillar a la parte contraria o como 
un medio de castigo y represión.381 La utilización del poder 
estatal para violar los derechos de las mujeres en un con-
flicto interno, además de afectarles a ellas de forma directa, 
puede tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad a 
través de esas violaciones y dar un mensaje o lección.382 En 
particular, la violación sexual constituye una forma para-
digmática de violencia contra las mujeres cuyas consecuen-
cias, incluso, trascienden a la persona de la víctima.383

227. En este sentido, en la audiencia pública ante la 
Corte, la perita Julissa Mantilla señaló que, en los conflic-
tos armados, “la violencia sexual no es un hecho casual, no 

381  ...
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es un hecho colateral a la guerra sino que (…) puede ser 
una estrategia de guerra”.384

…
229. La Corte ya estableció que los actos de violencia y 

violación sexual perpetrados en contra de Gladys Espino-
za durante su detención en la DIVISE y la DINCOTE fue-
ron consistentes con la práctica generalizada de violencia 
sexual que existía en el Perú en la época de los hechos 
(…). En este punto, la Corte recuerda que la violencia se-
xual contra las mujeres afectó a un número importante de 
las mujeres detenidas a causa de su real o presunto invo-
lucramiento personal en el conflicto armado, y que afectó 
también a aquéllas cuyas parejas eran miembros reales 
o supuestos de los grupos subversivos (…). En este caso, 
la Corte ya estableció que la tortura a la que fue some-
tida Gladys Espinoza, la cual incluyó actos de violación 
sexual y otras formas de violencia sexual, se dio dentro 
del marco de una detención y tuvo la finalidad de obtener 
información sobre el secuestro por parte del MRTA de un 
empresario. Igualmente, la Corte recuerda que los agen-
tes estatales que la detuvieron junto con Rafael Salgado 
amenazaron a éste que hablara sobre el paradero de dicho 
empresario, o que de lo contrario “los 20 [hombres iban] 
a pasar por ella” (…). Es decir, el cuerpo de Gladys Espi-
noza como mujer fue utilizado a fin de obtener informa-
ción de su compañero sentimental y humillar e intimidar 
a ambos. Estos actos confirman que los agentes estatales 
utilizaron la violencia sexual y la amenaza de violencia 
sexual en contra de Gladys Carol Espinoza Gonzáles como 
estrategia en la lucha contra el mencionado grupo subver-
sivo. Como consecuencia de ello, la Corte determina que 
el haber sometido a la señora Espinoza a dicha práctica 

384  Declaración de Julissa Mantilla rendida en la audiencia pública 
sobre el fondo celebrada en el presente caso.
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generalizada constituye discriminación individualizada 
por su condición de mujer, en violación del artículo 1 .1 
de la Convención Americana en su perjuicio, en relación 
con los derechos a la integridad personal y a la honra y la 
dignidad establecidos en los artículos 5 .1, 5 .2 y 11 del mis-
mo instrumento, y con las obligaciones establecidas en los 
artículos 1o . y 6o . de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura. 

VIII.4. DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES 
Y PROTECCIÓN JUDICIAL

…
237. La Corte ha establecido que, de conformidad con la 

Convención Americana, los Estados Partes están obligados 
a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos (artículo 25),391 recur-
sos que deben ser sustanciados de conformidad con las re-
glas del debido proceso legal (artículo 8.1),392 todo ello den-
tro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, 
de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reco-
nocidos por la Convención a toda persona que se encuentre 
bajo su jurisdicción (artículo 1.1).393 Asimismo, ha señala-
do que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en 
tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o 
sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer 
la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, 
sancionar a los eventuales responsables.394

238. La Corte ha señalado en su jurisprudencia reitera-
da que el deber de investigar es una obligación de medio y 

391  ...
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no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como 
un deber jurídico propio y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 
gestión de intereses particulares,395 que dependa de la ini-
ciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la 
aportación privada de elementos probatorios.396 La inves-
tigación debe ser seria, imparcial y efectiva, y estar orien-
tada a la determinación de la verdad y a la persecución, 
captura, enjuiciamiento y eventual castigo de los autores 
de los hechos.397 La obligación referida se mantiene “cual-
quiera sea el agente al cual pueda eventualmente atribuir-
se la violación, aun los particulares, pues, si sus actos no 
son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, 
auxiliados por el poder público, lo que comprometería la 
responsabilidad internacional del Estado”.398 Asimismo, la 
debida diligencia exige que el órgano que investiga lleve 
a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones nece-
sarias para procurar el resultado que se persigue. De otro 
modo, la investigación no es efectiva en los términos de la 
Convención.399

239. De forma particular, de conformidad con el ar-
tículo 1.1 de la Convención Americana, la obligación de 
garantizar los derechos reconocidos en los artículos 5.1 y 
5.2 de la Convención Americana implica el deber del Es-
tado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos 
crueles, inhumanos o degradantes.400 Esta obligación de 
investigar se ve reforzada por lo dispuesto en los artícu-
los 1o., 6o. y 8o. de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura que obligan al Estado a 
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“toma[r] medidas efectivas para prevenir y sancionar la 
tortura en el ámbito de su jurisdicción”, así como a “preve-
nir y sancionar (…) otros tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes”. Además, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 8o. de dicha Convención, los Estados partes 
garantizarán “a toda persona que denuncie haber sido so-
metida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho 
a que el caso sea examinado imparcialmente. Asimismo, 
cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se 
ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdic-
ción, los Estados partes garantizarán que sus respectivas 
autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar 
una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corres-
ponda, el respectivo proceso penal”. 

241. Por otra parte, la Corte recuerda que, en casos de 
violencia contra la mujer, las obligaciones generales esta-
blecidas en los artículos 8o. y 25 de la Convención America-
na se complementan y refuerzan para aquellos Estados que 
son Parte, con las obligaciones derivadas del tratado intera-
mericano específico, la Convención de Belém do Pará. En su 
artículo 7.b dicha Convención obliga de manera específica a 
los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para pre-
venir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer.402 
En estos casos, las autoridades estatales deben iniciar ex 
officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y 
efectiva una vez que tomen conocimiento de los hechos que 
constituyan violencia contra la mujer, incluyendo la violen-
cia sexual.403 De tal modo, que ante un acto de violencia 
contra una mujer, resulta particularmente importante que 
las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelan-
te con determinación y eficacia, teniendo en cuenta el deber 
de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y 
 

401  ...
402  ...
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las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar con-
fianza a las víctimas en las instituciones estatales para su 
protección.404

242. La Corte ha especificado los principios rectores que 
es preciso observar en investigaciones penales relativas a 
violaciones de derechos humanos.405 La Corte también ha 
señalado que el deber de investigar efectivamente tiene al-
cances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre 
una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal 
en el marco de un contexto general de violencia contra las 
mujeres.406 En casos de violencia contra la mujer, ciertos 
instrumentos internacionales resultan útiles para precisar 
y dar contenido a la obligación estatal reforzada de investi-
garlos con la debida diligencia.407 Entre otros, en una inves-
tigación penal por violencia sexual es necesario que: i) se 
documenten y coordinen los actos investigativos y se mane-
je diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, 
realizando estudios para determinar la posible autoría del 
hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la vícti-
ma, investigando de forma inmediata el lugar de los hechos 
y garantizando la correcta cadena de custodia; ii) se brinde 
acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima durante 
todas las etapas del proceso, y iii) se brinde atención médi-
ca, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de emergencia 

404  ...
405  Estos pueden incluir, inter alia: recuperar y preservar el material 

probatorio con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación 
penal de los responsables; identificar posibles testigos y obtener sus 
declaraciones, y determinar la causa, forma, lugar y momento del he-
cho investigado. Además, es necesario investigar exhaustivamente la 
escena del crimen, se deben realizar análisis en forma rigurosa, por 
profesionales competentes y empleando los procedimientos más apro-
piados. Cfr . Caso Juan Humberto Sánchez vs . Honduras, supra, párr. 
128, y Caso J . vs . Perú, supra, párr. 344.

406  ...
407  ...
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como de forma continuada si así se requiere, mediante un 
protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las conse-
cuencias de la violación.408 Asimismo, en casos de supuestos 
actos de violencia contra la mujer, la investigación penal 
debe incluir una perspectiva de género y realizarse por fun-
cionarios capacitados en casos similares y en atención a víc-
timas de discriminación y violencia por razón de género.409 
Igualmente, la Corte se ha referido a las características que 
deben ostentar las declaraciones y los exámenes médicos 
realizados a la presunta víctima en este tipo de casos (…). 

408  Cfr . Caso Fernández Ortega y otros . vs . México, supra, párr. 194, 
y Caso J . vs . Perú, supra, párr. 344. En este sentido, el Estado se en-
cuentra en la obligación de brindar, con el consentimiento de la víctima, 
tratamiento a las consecuencias a su salud derivadas de dicha violencia 
sexual, incluyendo la posibilidad de acceder a tratamientos profilácticos 
y de prevención del embarazo. Al respecto, ver: Organización Mundial 
de la Salud, Guidelines for medico-legal care for victims of sexual vio-
lence, Ginebra, 2003, inter alia, pág. 63, disponible en: http://whqlib-
doc .who .int/publications/2004/924154628X .pdf?ua=1; Véase también: 
Instrumento de Trabajo y Consulta, Protocolo Interinstitucional de Aten-
ción Integral a Víctimas de Violación Sexual (Costa Rica), disponible en: 
http://ministeriopublico .poder-judicial .go .cr/biblioteca/protocolos/10 .
pdf; Modelo Integrado para la Prevención y Atención de la Violencia Fa-
miliar y Sexual, 2010 (México), disponible en: http://www .inm .gob .mx/
static/Autorizacion_Protocolos/SSA/ModeloIntregrado_para_Preven-
cion_Atn_Violencia_familiar_y_se .pdf; Federación Latinoamericana de 
Sociedades de Obstetricia y Ginecología, Propuesta de Estándares Regio-
nales para la Elaboración de Protocolos de Atención Integral Temprana 
a Víctimas de Violencia Sexual (2011), disponible en: http://www.flasog.
org/wp-content/uploads/2014/01/Propuestas-Estandares-Protocolos-
Atencion-Victimas-Violencia-FLASOG-2011 .pdf; Modelo de Atención 
Integral en Salud para Víctimas de Violencia Sexual, 2011 (Colom- 
bia) disponible en: http://www .minsalud .gov .co/Documentos%20y%20
Publicaciones/MODELO%20DE%20ATENCI%C3%93N%20A%20
V%C3%8DCTIMAS%20DE%20VIOLENCIA%20SEXUAL .pdf, y Guía 
Técnica de Atención Integral de Personas Afectadas por la Violencia 
basada en Género, 2007 (Perú), disponible en: http://www .sis .gob .
pe/ipresspublicas/normas/pdf/minsa/GUIAS PRACTICAS/2007/
RM141_2007 .pdf.

409  ...
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B.1. Respecto de la falta de investigación durante 
los años 1993 a 2012 de los hechos ocurridos 
en las instalaciones de la DIVISE 
y la DINCOTE en 1993 y de los hechos 
ocurridos en el Penal de Yanamayo en 1999

…

B.1.1. La falta de investigación entre los años 
1993 y 2004 de los hechos de tortura y otros 
maltratos padecidos por Gladys Espinoza 
en las instalaciones de la DIVISE 
y la DINCOTE

247. Al respecto, la Corte constata que, entre los años 
1993 y 2004, no se inició investigación alguna en torno a 
los hechos señalados. Sobre este punto, dado que para el 
momento en que se recibieron las declaraciones de Gladys 
Espinoza y en que se practicaron los exámenes médicos y 
psicológicos mencionados, el Estado ya había recibido no-
ticia de las torturas, inclusive de violencia y violación se-
xual, y de los demás tratos crueles, inhumanos y degradan-
tes a los que ésta había sido sometida, la Corte estima que 
el Estado debió recopilar dichas declaraciones y practica-
do dichos exámenes teniendo en cuenta que se trataba de 
una posible víctima de este tipo de violaciones de derechos 
humanos. Por ende, la Corte considera necesario precisar 
los alcances del deber del Estado de investigar en relación 
a las referidas declaraciones de Gladys Espinoza recaba-
das y los exámenes físicos y psicológicos practicados a ésta. 

248. Así, en primer lugar, la Corte considera que, en 
cuanto a las entrevistas que se realicen a una persona que 
afirma haber sido sometida a actos de tortura: i) se debe 
permitir que ésta pueda exponer lo que considere relevan-
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te con libertad, por lo que los funcionarios deben evitar li-
mitarse a formular preguntas; ii) no debe exigirse a nadie 
hablar de ninguna forma de tortura si se siente incómodo 
al hacerlo; iii) se debe documentar durante la entrevista la 
historia psicosocial y previa al arresto de la presunta vícti-
ma, el resumen de los hechos narrados por ésta relaciona-
dos al momento de su detención inicial, las circunstancias, 
el lugar y las condiciones en las que se encontraba durante 
su permanencia bajo custodia estatal, los malos tratos o ac-
tos de tortura presuntamente sufridos, así como los méto-
dos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar 
y hacer transcribir la declaración detallada.411 En casos de 
que la alegada tortura incluya actos de violencia o violación 
sexual, dicha grabación deberá ser consentida por la pre-
sunta víctima.412 

249. De forma particular, la Corte ha señalado que, en 
cuanto a la entrevista que se realiza a una presunta vícti-
ma de actos de violencia o violación sexual, es necesario que 
la declaración de ésta se realice en un ambiente cómodo y 
seguro, que le brinde privacidad y confianza, y que la decla-
ración se registre de forma tal que se evite o limite la nece-
sidad de su repetición.413 Dicha declaración deberá contener, 
con el consentimiento de la presunta víctima: i) la fecha, 
hora y lugar del acto de violencia sexual perpetrado, inclu-
yendo la descripción del lugar donde ocurrió el acto; ii) el 
nombre, identidad y número de agresores; iii) la naturaleza 
de los contactos físicos de los que habría sido víctima; iv) si 
existió uso de armas o retenedores; v) el uso de medicación, 
drogas, alcohol u otras substancias; vi) la forma en la que la 
ropa fue removida, de ser el caso; vii) los detalles sobre las 
actividades sexuales perpetradas o intentadas en contra de 
la presunta víctima; viii) si existió el uso de preservativos 

411  ...
412  ...
413  ...
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o lubricantes; ix) si existieron otras conductas que podrían 
alterar la evidencia, y x) detalles sobre los síntomas que ha 
padecido la presunta víctima desde ese momento.414

250. Ahora bien, de las tres declaraciones que se le to-
maron a Gladys Espinoza en el año 1993, se observa que: 
i) ninguna se realizó en un ambiente cómodo y seguro, sino 
al contrario, fueron rendidas en la misma sede de la DIN-
COTE, donde ocurrieron los hechos de tortura,415 y dos de 
ellas ante funcionarios militares;416 ii) se limiaron a la rea-
lización de preguntas por parte del Instructor, incluyendo 
preguntas sobre la existencia de maltratos en su contra,417 
sin que conste si tuvo oportunidad de exponer libremente 
los hechos que ella considerase relevantes, y iii) no se do-
cumentó información relevante sobre los antecedentes de 
Gladys Espinoza, aparte de lo relacionado a su posible par-
ticipación en actos de terrorismo o de traición a la patria.418 
Además, la Corte observa que, a través de dichas declara-
ciones, se le requirió a Gladys Espinoza reiterar sus mani-
festaciones sobre los hechos de tortura y violencia sexual 
de los cuales fue víctima. 

251. En segundo lugar, en cuanto a los exámenes mé-
dicos realizados a Gladys Espinoza los días 18, 19 y 21 de 
abril, y 18 de mayo de 1993, así como el examen psicológi-
co realizado el 26 de abril de ese mismo año mientras ésta 
se encontraba detenida en las instalaciones de la DIVISE 
y de la DINCOTE […], la Corte considera que, en casos 
donde existen indicios de tortura, los exámenes médicos 
practicados a la presunta víctima deben ser realizados 
con consentimiento previo e informado, sin la presencia 
 

414  Cfr . Organización Mundial de la Salud, Guidelines for medico-
legal care for victims of sexual violence, supra, inter alia, pags. 36 y 37.  

415  ...
416   ...
417  ...
418  ...
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de agentes de seguridad u otros agentes estatales, y los 
informes correspondientes deben incluir, al menos, los si-
guientes elementos: 

a) Las circunstancias de la entrevista[:] [e]l nombre del suje-
to y el nombre y la filiación de todas las personas presentes 
en el examen; la fecha y hora exactas; la ubicación, carácter 
y domicilio de la institución (incluida la habitación, cuando 
sea necesario) donde se realizó el examen (por ejemplo, cen-
tro de detención, clínica, casa, etc .); circunstancias particu-
lares en el momento del examen (por ejemplo, la naturaleza 
de cualquier restricción de que haya sido objeto la persona 
a su llegada o durante el examen, la presencia de fuerzas de 
seguridad durante el examen, la conducta de las personas 
que hayan acompañado al preso, posibles amenazas proferi-
das contra el examinador, etc .); y cualquier otro factor que el 
médico considere pertinente[;] 

b) Los hechos expuestos[:] [e]xposición detallada de los he-
chos relatados por el sujeto durante la entrevista, incluidos 
los presuntos métodos de tortura o malos tratos, el momento 
en que se produjeron los actos de tortura o malos tratos y 
cualquier síntoma físico o psicológico que afirme padecer el 
sujeto[;] 

c) Examen físico y psicológico[:] [d]escripción de todas las 
observaciones físicas y psicológicas del examen clínico, in-
cluidas las pruebas de diagnóstico correspondientes y, cuan-
do sea posible, fotografías en color de todas las lesiones[;] 

d) Opinión[:] [u]na interpretación de la relación probable 
entre los síntomas físicos y psicológicos y las posibles tortu-
ras o malos tratos . Recomendación de un tratamiento médi-
co y psicológico o de nuevos exámenes[, y] 

e) Autoría[:] [e]l informe deberá ir firmado y en él se iden-
tificará claramente a las personas que hayan llevado a cabo 
el examen.419

419  Protocolo de Estambul, supra, párr. 83.
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252. Por otro lado, la Corte ha señalado que, en casos 
de violencia contra la mujer, al tomar conocimiento de los 
actos alegados, es necesario que se realice inmediatamente 
un examen médico y psicológico completo y detallado por 
personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la 
víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por al-
guien de su confianza si así lo desea.420 Dicho examen de-
berá ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos 
específicamente a documentar evidencias en casos de vio-
lencia de género.421

…
255. Al respecto, en cuanto a la investigación de casos de 

tortura, el Protocolo de Estambul señala que resulta “par-
ticularmente importante que [el] examen [médico] se haga 
en el momento más oportuno” y que “[d]e todas formas debe 
realizarse independientemente del tiempo que haya trans-
currido desde el momento de la tortura”.426 No obstante, 
dicho Protocolo advierte que, “[p]ese a todas las precaucio-
nes, los exámenes físicos y psicológicos, por su propia na-
turaleza, pueden causar un nuevo traumatismo al paciente 
provocando o exacerbando los síntomas de estrés postrau-
mático al resucitar efectos y recuerdos dolorosos”.427

256. Por otro lado, en casos de violencia sexual, la Cor-
te ha destacado que la investigación debe intentar evitar 
en lo posible la revictimización o reexperimentación de la 
profunda experiencia traumática a la presunta víctima.428 
Respecto de exámenes de integridad sexual, la Organiza-
ción Mundial de Salud ha establecido que, en este tipo de 
casos, el peritaje ginecológico debe realizarse lo más pronto 

420  ...
421  ...
426  ...
427  ...
428  ...
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posible.429 Sobre ese punto, la Corte considera que el peri-
taje ginecológico y anal debe ser realizado, de considerarse 
procedente su realización y con el consentimiento previo e 
informado de la presunta víctima, durante las primeras 72 
horas a partir del hecho denunciado, con base en un pro-
tocolo específico de atención a las víctimas de violencia se-
xual.430 Esto no obsta a que el peritaje ginecológico se rea-
lice con posterioridad a este periodo, con el consentimiento 
de la presunta víctima, toda vez que evidencias pueden ser 
encontradas tiempo después del acto de violencia sexual, 
particularmente con el desarrollo de la tecnología en ma-
teria de investigación forense.431 Por consiguiente, los pla-
zos límite establecidos para la realización de un examen de 
esta naturaleza deben ser considerados como guía, más no 
como política estricta. De esa manera, la procedencia de un 
peritaje ginecológico debe ser considerada sobre la base de 
un análisis realizado caso por caso, tomando en cuenta el 
tiempo transcurrido desde el momento en que se alega que 
ocurrió la violencia sexual. En vista de ello, la Corte consi-
dera que la procedencia de un peritaje ginecológico debe ser 
motivada detalladamente por la autoridad que la solicita 
y, en caso de no ser procedente o no contar con el consenti-
miento informado de la presunta víctima, el examen debe 
ser omitido, lo que en ninguna circunstancia debe servir de 
excusa para desacreditar a la presunta víctima y/o impedir 
una investigación. 

…
264. Con base en lo anterior, la Corte considera que la 

deficiente toma de declaraciones por funcionarios estatales 
sobre los hechos de los cuales fue víctima Gladys Espinoza;  
 

429  ...
430  ...
431  Cfr . A National Protocol for Sexual Assault Medical Forensic Exa-

minations Adults/Adolescents, supra, pág. 8.
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la consistente negativa de los médicos legistas a identificar 
los indicios de tortura y violencia sexual presentados por 
Gladys Espinoza y la ausencia de denuncia por parte de los 
mismos, así como la falta de independencia de los médicos 
legistas que evaluaron a Gladys Espinoza, afectaron la po-
sible recolección de evidencias en el presente caso, contri-
buyendo a la impunidad en la que se encuentra. 

…

B.1.4. Conclusión sobre la falta de investigación 
durante los años de 1993 al 2012

285. Con base en todo lo anterior, la Corte considera 
que el Estado debió iniciar, ex officio y sin dilación, una 
investigación desde el 18 de abril de 1993 por los hechos 
de tortura cometidos en contra de Gladys Espinoza duran-
te su detención y posteriormente en las instalaciones de 
la DIVISE y la DINCOTE (…). Igualmente, el Estado de-
bió iniciar una investigación por los hechos de violencia se-
xual que ocurrieron en su contra desde, al menos, el 28 de 
abril de 1993, fecha en que APRODEH presentó denuncias 
en este sentido ante la Fiscalía Especial de Defensoría del 
Pueblo y Derechos Humanos (…). En el mismo sentido, la 
Corte considera que el Estado debió iniciar sin dilación una 
investigación desde el 25 de agosto de 1999 por los hechos 
de tortura y por la posible existencia de violencia sexual en 
contra de Gladys Espinoza dentro del Penal de Yanamayo 
el 5 de agosto de 1999 (…). No obstante, no fue sino hasta 
el 16 de abril de 2012 que la Tercera Fiscalía Penal Supra-
nacional inició una investigación penal por dichos hechos, 
la cual se encuentra en etapa de juicio. 

286. La Corte nota que el inicio de la investigación en el 
2012 implicó un retardo injustificado de aproximadamente 
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19 años con relación a los hechos ocurridos en instalaciones 
de la DIVISE y DINCOTE en 1993, y de aproximadamen-
te 13 años con relación a los hechos ocurridos en el Penal 
Yanamayo en 1999, y que el proceso se encuentra aún en 
curso. Sobre este punto, la Corte recuerda que la falta de 
diligencia tiene como consecuencia que conforme el tiempo 
vaya transcurriendo, se afecte indebidamente la posibili-
dad de obtener y presentar pruebas pertinentes que permi-
tan esclarecer los hechos y determinar las responsabilida-
des que correspondan, con lo cual el Estado contribuye a 
la impunidad.470 En este sentido, es evidente que parte de 
la prueba que pudo haber sido recabada con el fin de escla-
recer los hechos de violencia de los que fue víctima Gladys 
Espinoza no están disponibles a la fecha por el transcurso 
del tiempo. Asimismo, la Corte constató que la deficiente 
toma de declaraciones y práctica de exámenes médicos en 
este caso contribuyeron a la impunidad, y que la aplicación 
de un estereotipo de género por parte de la Sala Penal Per-
manente de la Corte Suprema de Justicia también derivo 
en que no se investigaran los hechos. Por último, la Corte 
observa que en el presente caso el Estado no proporcionó 
información que acredite que se haya brindado a Gladys 
Espinoza la atención médica y psicológica necesaria en ca-
sos de violencia y violación sexual (…). 

287. En consecuencia, la Corte determina que el Estado 
violó los derechos reconocidos en los artículos 8 .1 y 25 de la 
Convención, en relación con los artículos 1 .1 de dicho ins-
trumento, al igual que de las obligaciones establecidas en 
los artículos 1o ., 6o . y 8o . de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sanciona la Tortura. Asimismo, determi-
na que el Estado incumplió con el deber de investigar la 
violencia sexual contenido en el artículo 7 .b de la Conven-
ción de Belém do Pará con respecto a los hechos ocurridos 
 

470  Protocolo de Estambul, supra, párr. 83.
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en el Penal de Yanamayo y, a partir del 4 de junio de 1996, 
fecha en que fue ratificado dicho tratado por el Perú, con 
respecto a los hechos ocurridos en 1993 en la DIVISE y la 
DINCOTE. 

(…).

VIII.5. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 
DE LOS FAMILIARES DE LA VÍCTIMA, 

EN RELACION CON LAS OBLIGACIONES 
DE RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS

…
296. La Corte ha considerado en numerosos casos que 

los familiares de las víctimas de violaciones de los dere-
chos humanos pueden ser, a su vez, víctimas.472 Al respec-
to, la Corte ha señalado que se puede declarar la violación 
del derecho a la integridad psíquica y moral de familiares 
de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos 
aplicando una presunción iuris tantum respecto de madres 
y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y compañeros y 
compañeras permanentes (en adelante “familiares direc-
tos”), siempre que ello responda a las circunstancias par-
ticulares en el caso. En el caso de tales familiares direc-
tos, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción.473 
Esta presunción se ha aplicado, por ejemplo, en casos de 
masacres, desapariciones forzadas de personas y ejecucio-
nes extrajudiciales.474 En los demás supuestos, la Corte de-
berá analizar si de la prueba que consta en el expediente 
se acredita una violación del derecho a la integridad per-
sonal de la presunta víctima, sea o no familiar de alguna 
 

472  ...
473  ...
474  ...
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otra víctima en el caso, en cuyo caso evaluará, por ejemplo, 
si existe un vínculo particularmente estrecho entre éstos y 
las víctimas del caso que permita a la Corte considerar la 
violación del derecho a la integridad personal.475

297. Al respecto, la Corte observa que Gladys Espinoza 
fue sometida a torturas, las cuales incluyeron la violencia y 
la violación sexual, así como fue víctima de un trato inhu-
mano y degradante, todo ello en el marco de una práctica 
generalizada de los mismos (…). Es decir, la señora Espi-
noza fue víctima de graves violaciones a sus derechos hu-
manos. Por lo tanto, la Corte considera que en el presente 
caso es aplicable dicha presunción iuris tantum respecto de 
Teodora Gonzáles de Espinoza, madre de la señora Espi-
noza Gonzáles, quien ya falleció.476 Sin perjuicio de ello, la 
Corte observa que tanto la señora Gladys Espinoza477 como 
su hermano Manuel Espinoza478 señalaron que su madre 
fue profundamente afectada por lo sucedido a aquélla. 

…
299. Con base en lo anterior, la Corte determina que el 

Estado violó el derecho a la integridad personal establecido 
en el artículo 5 .1 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1 .1 del mismo instrumento, en perjuicio de 
Teodora Gonzáles de Espinoza y Manuel Espinoza Gonzáles . 

IX. REPARACIONES
(Aplicación del artículo 63.1 de la Convención 

Americana)

…

475  ...
47   ...
477   . . .
478   . . .
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X. PUNTOS RESOLUTIVOS

Por tanto, 

LA CORTE DECIDE, 

Por unanimidad,

1. Desestimar la excepción preliminar relativa a la ale-
gada falta de competencia ratione materiae interpues-
ta por el Estado, en los términos de los párrafos 22 y 
23 de la presente Sentencia. 

2. Admitir parcialmente la excepción preliminar sobre 
falta de competencia ratione temporis de la Corte res-
pecto a determinados hechos, en los términos de los 
párrafos 27 a 29 de la presente Sentencia. 

DECLARA, 

Por unanimidad, que 

3. El Estado violó el derecho a la libertad personal reco-
nocido en los artículos 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5 y 7.6 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 
de la misma, en perjuicio de Gladys Carol Espinoza 
Gonzáles, en los términos de los párrafos 106 a 137 de 
la presente Sentencia. 

4. El Estado violó el derecho a la integridad personal 
reconocido en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo instrumento, e incumplió 
las obligaciones establecidas en los artículos 1o. y 
6o. de la Convención Interamericana para Prevenir 
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y Sancionar la Tortura, en perjuicio de Gladys Carol 
Espinoza Gonzáles, en los términos de los párrafos 
140 a 143, 148 a 196 y 202 a 214 de la presente Sen-
tencia. 

5. El Estado violó el derecho a la protección de la honra 
y dignidad reconocido en los artículos 11.1 y 11.2 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 
1.1 de la misma, en perjuicio de Gladys Carol Espinoza 
Gonzáles, en los términos del párrafo 197 de la presen-
te Sentencia. 

6. El Estado violó los derechos a las garantías judicia-
les y a la protección judicial reconocidos en los artícu-
los 8.1 y 25 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 del mismo tratado. Asimismo, el 
Estado incumplió las obligaciones establecidas en los 
artículos 1o., 6o. y 8o. de la Convención Interamerica-
na para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como en 
el artículo 7.b de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer (Convención de Belém do Pará). Todo ello en 
perjuicio de Gladys Carol Espinoza Gonzáles, en los 
términos de los párrafos 237 a 287 y 290 de la presen-
te Sentencia. 

7. El Estado incumplió el deber de no discriminar, con-
tenido en el artículo 1.1 de la Convención Americana, 
en relación con los derechos reconocidos en los artícu-
los 5.1, 5.2 y 11, así como los artículos 8.1, 25 y 2o. de 
la misma, y con los artículos 1o., 6o. y 8o. de la Con-
vención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura y el artículo 7.b de la Convención Interameri-
cana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), en 
perjuicio de Gladys Carol Espinoza Gonzáles, en los 
términos de los párrafos 216 a 229, 265 a 282 y 285 a 
288 de la presente Sentencia. 
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8. El Estado violó el derecho a la integridad personal 
establecido en el artículo 5.1 de la Convención Ame-
ricana, en relación con el artículo 1.1 del mismo ins-
trumento, en perjuicio de Teodora Gonzáles y Manuel 
Espinoza Gonzáles, en los términos de los párrafos 
296 a 299 de la presente Sentencia.

...
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